
LEY 32/2003, DE 3 DE NOVIEMBRE, GENERAL DE 

TELECOMUNICACIONES 

 

TÍTULO I.: DISPOSICIONES GENERALES. 

 

Artículo 1. Objeto de la Ley. 

1. El objeto de esta Ley es la regulación de las 

telecomunicaciones, que comprenden la explotación de las redes y la 

prestación de los servicios de comunicaciones electrónicas y los 

recursos asociados, de conformidad con el artículo 149.1.21 de la 

Constitución. (El Estado tiene competencia exclusiva sobre las 

siguientes materias: Ferrocarriles y transportes terrestres que 

transcurran por el territorio de más de una Comunidad Autónoma; 

régimen general de comunicaciones; tráfico y circulación de vehículos 

a motor; correos y telecomunicaciones; cables aéreos, submarinos y 

radiocomunicación 

2. Quedan excluidos del ámbito de esta Ley el régimen 

aplicable a los contenidos de carácter audiovisual transmitidos a 

través de las redes, así como el régimen básico de los medios de 

comunicación social de naturaleza audiovisual a que se refiere el 

artículo 149.1.27 de la Constitución. (El Estado tiene competencia 

exclusiva sobre las siguientes materias: Normas básicas del régimen 

de prensa, radio y televisión y, en general, de todos los medios de 

comunicación social, sin perjuicio de las facultades que en su 

desarrollo y ejecución correspondan a las Comunidades Autónomas). 

Asimismo, se excluye del ámbito de esta Ley la regulación de los 

servicios que suministren contenidos transmitidos mediante redes y 



servicios de comunicaciones electrónicas, de las actividades que 

consistan en el ejercicio del control editorial sobre dichos contenidos 

y los servicios de la Sociedad de la Información, regulados en la Ley 

34/2002, de 11 de julio, de servicios de la sociedad de la información 

y de comercio electrónico, que no consistan, en su totalidad o 

principalmente, en el transporte de señales a través de redes de 

comunicaciones electrónicas. 

 

Artículo 2. Las telecomunicaciones como servicios de interés 

general. 

1. Las telecomunicaciones son servicios de interés general que 

se prestan en régimen de libre competencia. 

2. Sólo tienen la consideración de servicio público o están 

sometidos a obligaciones de servicio público los servicios regulados 

en el artículo 4 y en el título III de esta Ley. 

La imposición de obligaciones de servicio público perseguirá la 

consecución de los objetivos establecidos en el artículo 3 de esta Ley 

y podrá recaer sobre los operadores que obtengan derechos de 

ocupación del dominio público o de la propiedad privada, de derechos 

de uso del dominio público radioeléctrico, o que ostenten la condición 

de operador con poder significativo en un determinado mercado de 

referencia. 

 

Artículo 3. Objetivos y principios de la Ley. 

Los objetivos y principios de esta Ley son los siguientes: 



a. Fomentar la competencia efectiva en los mercados de 

telecomunicaciones y, en particular, en la explotación de las 

redes y en la prestación de los servicios de comunicaciones 

electrónicas y en el suministro de los recursos asociados a 

ellos. Todo ello promoviendo una inversión eficiente en materia 

de infraestructuras y fomentando la innovación. 

b. Garantizar el cumplimiento de las referidas condiciones y de las 

obligaciones de servicio público en la explotación de redes y la 

prestación de servicios de comunicaciones electrónicas, en 

especial las de servicio universal. 

c. Promover el desarrollo del sector de las telecomunicaciones, así 

como la utilización de los nuevos servicios y el despliegue de 

redes, y el acceso a éstos, en condiciones de igualdad, e 

impulsar la cohesión territorial, económica y social. 

d. Hacer posible el uso eficaz de los recursos limitados de 

telecomunicaciones, como la numeración y el espectro 

radioeléctrico, y la adecuada protección de este último, y el 

acceso a los derechos de ocupación de la propiedad pública y 

privada. 

e. Defender los intereses de los usuarios, asegurando su derecho 

al acceso a los servicios de comunicaciones electrónicas en 

adecuadas condiciones de elección, precio y calidad, y 

salvaguardar, en la prestación de éstos, la vigencia de los 

imperativos constitucionales, en particular, el de no 

discriminación, el del respeto a los derechos al honor, a la 

intimidad, a la protección de los datos personales y al secreto 

en las comunicaciones, el de la protección a la juventud y a la 

infancia y la satisfacción de las necesidades de los grupos con 

necesidades especiales, tales como las personas con 

discapacidad. A estos efectos, podrán imponerse obligaciones a 

los prestadores de los servicios para la garantía de dichos 

derechos. 



f. Fomentar, en la medida de lo posible, la neutralidad tecnológica 

en la regulación. 

g. Promover el desarrollo de la industria de productos y servicios 

de telecomunicaciones. 

Contribuir al desarrollo del mercado interior de servicios de 

comunicaciones electrónicas en la Unión Europea. 


